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Exp. 1053/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1053/2019.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ.

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.


San Luis Potosí, S. L. P., a doce de marzo de dos mil veinte. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1053/2019, promovido por la C. **********, contra actos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de octubre de dos mil diecinueve, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:

“La negativa por parte de la autoridad demandada de colocar el drenaje en mi vivienda ya que a la fecha no cuento con el servicio de drenaje, mismo que fue contratado con el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, mediante contrato de servicio que fue celebrado el 18 de marzo de 2014, folio **********, número de cuenta ********** fecha de inicio de contrato 18 de marzo de 2014 y aun realizado el pago de los servicios al día de hoy no cuento con ellos y se han realizado los pagos de ellos mes a mes.”
Pretensión que se deduce en juicio:
“Que la autoridad demandada de respuesta al escrito presentado el día 12 de junio de 2019; ordenándose la instalación de drenaje; mismo que se encuentra cubierto el pago de este derecho.”

“Que la autoridad demandada realice la conexión inmediata del servicio “

II.-  Por auto de fecha nueve de octubre de dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 
III.-  En proveído de fecha cinco de noviembre del dos mil dieciocho, el Licenciado **********compareció con el carácter de Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, a contestar la demanda, mediante oficio presentado el día treinta de octubre de dos mil diecinueve. 

Así mismo, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron ofrecidas y admitidas como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora las pruebas consistentes en: 
-Escrito firmado por la actora y dirigido al Director del Organismo demandado, recibido en fecha doce de junio de dos mil diecinueve, según se advierte del sello estampado en dicho escrito.
-Copia fotostática simple con un sello en original, del contrato de servicios que la actora celebró con el Organismo demandado, en fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, con folio **********, relativo al número de cuenta **********.
-Formato de “Control de Pago Contratos”, de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, relativo al contrato **********y recibo de pago de fecha, con fecha no visible, ambos por la cantidad de **********; documentales que exhibió como anexos tres y cuatro de su demanda.
-Copia fotostática simple del oficio **********, firmado por la Licenciada **********, Juez Segundo de lo Familiar.
-Copia fotostática simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral, a favor de la actora del juicio.
-La presuncional legal y humana.
-La instrumental de actuaciones.

En relación al estado de cuenta con folio número ********** relativo al contrato ********** y periodo de facturación 06-07/2019, de fecha primero de septiembre de dos mil diecinueve, emitido por el Organismo demandado, que la actora acompañó anexo a su demanda; se le formuló requerimiento para que en el término de cinco días hábiles que establece el artículo 235 del Código Procesal Administrativo del Estado aclarara y precisará si dicha documental la ofrecía como prueba de su parte, apercibida que de no cumplir con el requerimiento, no se tendría por admitida dicha probanza.
A la autoridad demandada las siguientes pruebas:
-Copia certificada del nombramiento a favor de **********, expedido por el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de fecha ocho de octubre de dos mil dieciocho; 
-Original del Memorándum número ********** y su anexo, firmado por el Ingeniero **********, en su carácter de Director de Operación y Mantenimiento del Organismo INTERAPAS, de fecha treinta de octubre de dos mil diecinueve; y que detallan en el punto 2 del capítulo de pruebas de su contestación de mérito. 
-Original del informe, con número de Memorándum **********, firmado por el Ingeniero **********, en su carácter de Director de Comercialización del Organismo INTERAPAS, así como los anexos inherentes a dicho informe y que exhibió como anexo 3, consistentes en las capturas de pantalla del Sistema de dicho Organismo, que detalla en los puntos 3 y 4 del capítulo de pruebas de su contestación de mérito. 
-La presuncional legal y humana;
-La instrumental de actuaciones.

Ahora bien, en razón de que la actora mediante el presente juicio impugna una negativa ficta; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliara su demanda; apercibida de que en caso de no formularla en tiempo y forma se declararía precluido su derecho y por no ampliada su demanda. 
IV.- En acuerdo de fecha veintiuno de noviembre diecinueve, se tuvo a la actora por hechas las aclaraciones y manifestaciones en relación a la documental consistente en el estado de cuenta que acompañó a su escrito inicial de demanda, identificado con folio número **********, relativo al contrato ********** y periodo de facturación 06-07/2019, de fecha primero de septiembre de dos mil diecinueve, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; por lo que dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la actora en el proveído de cinco de noviembre de dos mil diecinueve y de conformidad con los artículos 69 fracción II y 70 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 35 fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, se le tuvo por admitida como prueba de su parte, el estado de cuenta detallado en líneas que anteceden.

Por otra parte, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo al accionante por ampliando su demanda por lo que, con una copia simple del escrito de ampliación de mérito, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que con fundamento en los artículos 242 y 243 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestara la ampliación de demanda dentro del término de diez días, apercibida que de no hacerlo, se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Ahora bien, de conformidad con lo establecido en el artículo 35 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justica Administrativa, en relación con los numerales 56, segundo párrafo, 62, 64, 69 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por ofreciendo la prueba superviniente que describo como “escrito expedido por el notario adscrito DE LA NOTARIA PUBLICA NUMERO UNO, LIC. **********, por medio del cual se informa el trámite de la escrituración copia certificada de las escrituras (SIC) del juicio sucesorio” para acreditar la personalidad e interés jurídico para comparecer a juicio; y con una copia simple de la documental antes citada se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que en el plazo de tres días hábiles expresara lo que a su derecho convenga, reservándose su valoración hasta la sentencia definitiva que se dicte en el presente juicio.
V.- En proveído de diez de enero de dos mil veinte se certificó que la autoridad demandada no realizó manifestación alguna, en el término de tres días concedido en el acuerdo dictado en fecha veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, respecto de la prueba superveniente ofrecida por la parte actora, consistente en: “escrito expedido por el notario adscrito DE LA NOTARIA PUBLICA NUMERO UNO, LIC. **********, por medio del cual se informa el trámite de la escrituración copia certificada de las escrituras (SIC) del juicio sucesorio”.

Por otra parte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la ampliación de la demanda mediante oficio signado por el licenciado **********, Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y se ordenó córrase traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondan.
Ahora bien, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de la actora en la ampliación de demanda, las siguientes:

-Original del Memorándum número ********** y su anexo, que exhibió la autoridad demandada anexo a su contestación de demanda y que obra en autos.
-Escrito expedido a quien corresponda, por el Notario Adscrito de la Notaria Pública Número Uno, Licenciado **********, que detalla la actora como documental segunda en el capítulo de pruebas de su ampliación de demanda.
-La instrumental de actuaciones.
-La presuncional legal y humana.

Por último, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las doce horas del siete de febrero de dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia de ley.
VI.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda, contestación, ampliación de demanda y contestación de ampliación de demanda e hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas y admitidas, en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, el Secretario dio cuenta con un escrito presentado por el autorizado de la parte y certificó que la autoridad demandada no formuló alegatos; por último, con fundamento en el artículo 246 fracción III se citó para resolver el presente asunto. 
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2, 217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La personalidad de la Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio; así mismo, el interés jurídico quedó acreditado conforme al artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la documental que fue acompañada a su escrito de demanda, y que es visible en la foja 08 del expediente en que se actúa, de la que se desprende que es la instancia formulada por el accionante al INTERAPAS en el que solicita le sea instalado el drenaje en su vivienda, respecto del contrato de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, con folio ********** y número de cuenta **********.
Por otra parte, la autoridad demandada justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, compareció por conducto del C, ********** Titular de la Unidad jurídica de dicho Organismo; acompañando copia certificada del nombramiento otorgado a su favor, el cual se localiza en la foja 33 de este expediente, y se le otorga valor probatorio pleno que le confiere el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la Parte Actora hizo consistir en:
“La negativa por parte de la autoridad demandada de colocar el drenaje en mi vivienda ya que a la fecha no cuento con el servicio de drenaje, mismo que fue contratado con el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, mediante contrato de servicio que fue celebrado el 18 de marzo de 2014, folio **********, número de cuenta ********** fecha de inicio de contrato 18 de marzo de 2014 y aun realizado el pago de los servicios al día de hoy no cuento con ellos y se han realizado los pagos de ellos mes a mes...”
Pretensión que se deduce en juicio:
“Que la autoridad demandada de respuesta al escrito presentado el día 12 de junio de 2019; ordenándose la instalación de drenaje; mismo que se encuentra cubierto el pago de este derecho.”

“Que la autoridad demandada realice la conexión inmediata del servicio “

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los a artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.
Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada:
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

La enjuiciada en su respectiva contestación de demanda en el apartado que denominó excepciones y defensas, opuso la consistente en falta de legitimación del actor, exponiendo básicamente que el acto impugnado corresponde al número de contrato ********** del inmueble ubicado en ********** numero ********** Colonia **********, S.L.P., siendo el propietario el C. **********y que la C. **********para acreditar el interés jurídico anexó a su demanda el oficio con número ********** de fecha 26 de abril de 2019 expedido por la Lic. ********** Juez Segundo de lo Familiar en el Estado, respecto del juicio sucesorio a bienes de **********dentro del expediente**********, del cual, considera que la actora únicamente acredita que existe un juicio sucesorio intestamentario a bienes de **********, sin que con ello se acredite que dentro de los bienes se encuentre el inmueble en mención; así mismo, objetó dicha documental en cuanto a su alcance y valor probatorio.
En primer término, como se expuso en el considerando SEGUNDO de esta resolución, el interés jurídico de la parte actora queda acreditado con el escrito visible en la foja 08 del expediente en que se actúa, de la que se desprende que es la instancia formulada por la accionante ********** al INTERAPAS en el que solicita le sea instalado el drenaje en su vivienda, respecto del contrato de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, con folio ********** y número de cuenta **********; de ahí la legitimación con la que comparece a juicio a demandar la supuesta negativa ficta recaída a dicha solicitud.
Ahora bien, respecto al oficio con número ********** de fecha veintiséis de abril de dos mil diecinueve expedido por la Lic. ********** Juez Segundo de lo Familiar en el Estado, del juicio sucesorio a bienes de **********dentro del expediente**********, que la parte actora anexó a su demanda con la finalidad de acreditar la propiedad del inmueble ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P., del cual la autoridad demandada refiere que no es posible advertir que dentro de los bienes del juicio sucesorio de **********se encuentre el inmueble en mención; debe decirse que, efectivamente de dicho documento únicamente puede advertirse la existencia de un juicio sucesorio intestamentario a bienes de ********** y la adjudicación de ellos a favor de la parte actora, sin que se detallen tales bienes; sin embargo, en auto de fecha diez de enero de dos mil veinte, se admitió como prueba de la parte actora en su ampliación de demanda el escrito expedido a quien corresponda, por el Notario Adscrito de la Notaria Pública Número Uno, Licenciado **********en el cual hace constar que en dicha notaria a su cargo se está tramitando la protocolización de diversas constancias del juicio sucesorio intestamentario a bienes del señor **********radicado bajo el expediente número ********** del Juzgado Segundo de lo Familiar de esta Ciudad, en la que se adjudica a favor de la señora **********, entre otros inmuebles, el ubicado en ********** pruebas que adquieren pleno valor probatorio en términos del artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser documentos públicos y no existir prueba contrario, y las cuales sirven para acreditar que el inmueble ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P., fue adjudicado a favor de la accionante.
Para mayor ilustración a continuación se digitalizan los documentos mencionados en párrafos anteriores, mismos que obran agregados a fojas 14 y 59 de autos.
DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTOS
De acuerdo con lo anteriormente expuesto y fundado, la causal de improcedencia invocada por la Autoridad Demandada, en el sentido de que la parte actora no cuenta con interés jurídico para demandar la nulidad del acto impugnado, resulta esencialmente infundada.

En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora. 
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la actora en su escrito de demanda y ampliación, se localizan a fojas 03 a 06 y 56 a 58 respectivamente del expediente en que se actúa, el que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia, que a la letra dice lo siguiente: 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término se debe señalar que el actor en su escrito inicial de demanda impugna la Resolución negativa ficta que se actualiza en relación a la instancia formulada ante el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, mediante escrito presentado el doce de junio de dos mil diecinueve, en el que solicita le sea instalado el drenaje en su vivienda, respecto del contrato de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, con folio ********** y número de cuenta **********
Dicho escrito fue acompañado como prueba por la parte actora, mismo que obra a foja 08 del expediente en el que se actúa, sin que hubiese sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, el cual se digitaliza a continuación: 

DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTO

En ese contexto, se procede a analizar si en la especie se configuró la resolución negativa ficta:

Debe decirse que la negativa ficta ha sido considerada por nuestra doctrina jurídica, como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad, que conforme a la ley debe emitir la resolución correspondiente; por tanto se establece que cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se formuló la instancia, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el gobernado que formuló la instancia. 
En ese orden, dicha figura implica la abstención de la autoridad a resolver sobre una solicitud dentro del plazo legal, y la consecuente presunción legal de que se ha negado lo pedido por el gobernado que lleva implícita tal omisión de la autoridad, de modo tal que su naturaleza la podemos descomponer como elementos a saber:
a) Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad;
b) Una omisión, la abstención de responder, por parte de la autoridad;

 c) Que la abstención se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley, para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:
NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, tenemos en cuenta que en la presente controversia se surten las hipótesis que la integran, lo anterior atendiendo al hecho de que cada uno de los requisitos para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad hasta la fecha en que controvirtió en esta vía.
Así, la negativa ficta demandada por la actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:
1. Con relación al primer requisito; en el caso que nos ocupa, queda demostrada pues como se dijo en el considerando segundo, dentro las constancias que obran en autos se encuentra la petición de la actora, con lo que se corrobora lo expresado por la misma, en el sentido de que mediante escrito presentado el doce de junio de dos mil diecinueve, solicitó al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, la instalación del drenaje en su vivienda, respecto del contrato de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, con folio ********** y número de cuenta ********** en el cual se aprecia un sello de recibido de la Dirección General del INTERAPAS, sin que hubiere sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
2. En cuanto al segundo de los elementos, que se traduce en la omisión de responder, se trata de un hecho negativo, que por tanto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada y no a la actora, ello, de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, en relación con lo establecido en el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de lo que sigue que corresponde a la autoridad demostrar que existe una resolución expresa debidamente notificada, de modo que acredite que no se actualizó la hipótesis de omisión de respuesta, ya que este es un hecho positivo.
En ese sentido la autoridad en la contestación de la demanda se limitó a decir que una vez que la actora presentó tal solicitud dio contestación a la misma, sin detallar ni referir nada más al respecto; además, de no aportar ningún elemento con el cual poder deducir la existencia de una resolución expresa debidamente notificada, previa a la presentación de la demanda, por lo que lo dicho por la autoridad son meras afirmaciones sin ningún sustento.
3. Respecto al tercer supuesto para que se configure la negativa ficta se encuentra acreditado, ya que el Código Procesal Administrativo del Estado en su artículo 20, establece la figura jurídica de la negativa ficta, consistente en que para el caso de que las autoridades no emitan la resolución correspondiente en el plazo de tres meses, se entenderá que es en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. En seguida se transcribe el precepto legal en cita.
“ARTICULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 
Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”
Bajo ese tenor, en el caso que nos ocupa es evidente que en la especie se configuró la negativa ficta, como Resolución administrativa dictada tácitamente en sentido negativo dada su naturaleza jurídica conforme a la presunción legal establecida en el Código Procesal Administrativo del Estado, al no haberse resuelto en forma expresa y notificarse debidamente dentro de un plazo de tres meses lo solicitado por el particular; contados a partir de la fecha de la presentación de la instancia –doce de junio de dos mil diecinueve-. 

Luego entonces, en primer lugar se tiene por configurada la negativa ficta respecto del escrito recepcionado el doce de junio de dos mil diecinueve, mediante el cual la actora solicitó al INTERAPAS, la instalación del drenaje en su vivienda, respecto del contrato de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, con folio ********** y número de cuenta **********
En segundo lugar, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la Resolución negativa ficta anteriormente referida, ello tomando en consideración lo siguiente:

a) Que el dieciocho de marzo de dos mil catorce el C. ********** y el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, celebraron contrato de servicios, respecto del inmueble ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P.; en el cual, entre otras cosas, el Organismo se obligó a que en un plazo no mayor de treinta días naturales, una vez pagado el importe del costo de instalación y conexión de las cuotas correspondientes por el usuario, ordenaría la instalación de las tomas y la conexión de las descargas de aguas residuales.
Documento que obra agregado a fojas 09 y 10 de autos, al cual se le otorga pleno valor probatorio conforme a la fracción I del artículo 72 del Código aplicable a la materia, por ser un documento público y reconocido plenamente por la autoridad emisora –INTERAPAS- en su contestación de demanda, mismo que se inserta en el apartado siguiente.
DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTOS

b) Que la C. **********, derivado del juicio sucesorio a bienes de ********** obtuvo la propiedad del inmueble ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P., y con ello en términos del párrafo segundo del artículo 184 de la Ley de Aguas del Estado
, se subrogó en los derechos y obligaciones derivados del contrato de servicios celebrado el dieciocho de marzo de dos mil catorce con el INTERAPAS.
c) Que el doce de junio de dos mil diecinueve, la actora solicitó al INTERAPAS la instalación a la red de drenaje de su vivienda, ya que refirió dicho servicio fue contratado el dieciocho de marzo de dos mil catorce, sin que a la fecha se le instalara, mismo que fue pagado en su oportunidad y además de que se cubre el cargo por dicho servicio en el recibo correspondiente.
Para acreditar lo anterior, la accionante anexó a su demanda las siguientes pruebas: formato de “CONTROL DE PAGO CONTRATOS”, de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce relativo al contrato **********y recibo de pago con fecha no visible, ambos por la cantidad de **********y estado de cuenta con folio **********relativo al contrato **********-el cual entre otros conceptos de pago contiene el correspondiente a “Drenaje” por la cantidad de $18.75- , documentos públicos emitidos por el Organismo y que obran agregados a fojas 11,12 y 13 de autos, los cuales en términos de la fracción I del artículo 72 del Código procesal Administrativo tienen pleno valor probatorio, y se digitalizan a continuación –excepto el recibo de pago por su débil legibilidad- :
DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTOS

d) Que el INTERAPAS, al momento de producir su contestación de demanda no niega haber celebrado el contrato de servicios con folio **********ni que en el domicilio ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P. no se cuenta con la instalación a la red de drenaje, sino que por el contrario, arguye medularmente que dicho domicilio no cuenta con una red de drenaje frente al mismo, por lo que dicho organismo no puede conectar el drenaje, dado que la red más cercana es la ubicada en **********, y para que dicha autoridad pueda cumplir con lo señalado por el artículo 136 de la Ley de Aguas del Estado
, es necesario que exista una red de drenaje cercana al inmueble. Además, refirió que derivado de una inspección realizada por dicho Organismo en el domicilio en mención obtuvo las siguientes observaciones: “DOMICILIO HABITADO COLONIAS GRANJAS DE LA ESTRELLA TOMA POR DENTRO, SIN ACCESO NO ATENDIERON VERIFICACION INSPECCION CASA DE LADRILLO DE 2 PISOS CERRADO, CALLE DE TIERRA NO PAVIMENTADA AUN VECINOS COMENTAN QUE SI HAY AGUA Y QUE ALGUNAS CASAS SI CUENTAN CON DRENAJE Y OTRAS NO realizo el servicio **********”
En este orden de ideas, y retomando la Litis del presente juicio, se tiene que conforme a lo previsto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la autoridad demandada tendrá la oportunidad procesal de sustentar su negativa expresando los fundamentos y motivos que considere aplicables, pues no por configurarse la negativa ficta, por sí misma se vuelve una resolución ilegal, toda vez que de igual manera podría declararse su legalidad. En el caso de que en la contestación no exprese el derecho en que funda su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario.
Para una mejor comprensión de lo expuesto, se transcribe el numeral anteriormente citado.
“ARTICULO 244. …

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.
Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.
…”
Por su parte, la actora en la ampliación de su demanda, formulada con motivo de la negativa ficta impugnada; acorde a lo establecido en el artículo 237 fracción I
 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; esencialmente sostiene que la autoridad fundamenta y motiva ilegalmente su negativa de otorgar el servicio, además de no justificarla, ya que al firmar el contrato el usuario se comprometió a realizar los pagos correspondientes del servicio de agua potable y drenaje, lo cual se ha realizado puntualmente, y el INTERAPAS se comprometió a la instalación de dichos servicios.
Respecto a la ampliación de demanda, la autoridad al formular su contestación insistió en que en el inmueble ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P., no se cuenta con una red de drenaje frente al mismo, por lo cual no se le puede conectar al drenaje, dado que la red más cercana es la ubicada en avenida **********, por lo que para efecto de que dicho organismo pueda realizar las gestiones necesarias para la instalación de drenaje en dicho domicilio esté debe cumplir con los requisitos señalados por el artículo 136 de la Ley de Aguas del Estado; dispositivo legal que a la letra dice lo siguiente:
“ARTICULO 136. Están obligados a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores: 

I. Los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados; 

II. Los propietarios o poseedores por cualquier título, de predios no edificados, cuando frente a los mismos existan instalaciones adecuadas para los servicios que sean utilizados, y 

III. Los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, que por su naturaleza estén obligados al uso de los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento.”
De tal artículo, se desprende la obligación de los propietarios o poseedores de algún predio a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales que presta el Organismo, siempre y cuando en tal lugar existan dichos servicios, es decir, que si ahí no se cuenta con tales servicios, los propietarios o poseedores no tienen tal obligación.

Entonces, esta Sala Unitaria considera que resultan fundados los argumentos expuestos por la parte actora como conceptos de impugnación, los cuales resultan ser suficientes para decretar la ilegalidad de la resolución negativa ficta, y por ende la procedencia de la instalación del servicio de drenaje en el inmueble ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P., pactado mediante contrato de servicios con el INTERAPAS el dieciocho de marzo de dos mil catorce con número de folio **********y cuenta**********
Lo anterior es así, en razón de lo siguiente:

De los argumentos esgrimidos por la autoridad demandada, por los cuales determinó negar la instalación de dicho servicio, se obtiene que es porque refiere que cerca del inmueble no se cuenta con red de drenaje, y para fundamentarlo cita el artículo 136 de la Ley de Aguas, el cual no es el aplicable al caso, ya que la exclusión de la obligación para contratar los servicios que se prevé ahí es para el propietario o poseedor del predio, y no para el Organismo, y principalmente porque en este caso el contrato ya se celebró; debiendo de hacer mención que en ningún momento niega la celebración de tal contrato de fecha dieciocho de marzo de dos mil catorce, con número de folio **********y cuenta**********–en el cual se comprometió a la instalación de las tomas y la conexión de las descargas de aguas residuales en un plazo no mayor a treinta días posteriores a la realización del pago-, ni la existencia de los pagos correspondientes a tal servicio que el actor realizó –mismos que quedaron acreditados con las documentales exhibidas por el accionante y analizadas anteriormente-; lo cual se traduce en una falta de fundamentación, motivación con relación a la petición formulada por la parte actora.

En este contexto de análisis y desde la perspectiva de una Resolución Negativa Ficta recaída a una solicitud donde solicita la instalación del servicio de drenaje derivado del contrato con numero de folio **********y cuenta**********; se establece como obligación para la autoridad demandada al emitir su contestación -como se prevé en el párrafo cuarto del artículo 244 del Código de la matera-, el señalar las razones y fundamentos que explicaran el porque no realiza la instalación del servicio de drenaje solicitado.

Máxime cuando se reitera, el Organismo demandado no niega lo pactado en dicho contrato y el pago efectuado para la instalación de los servicios.
En este orden de ideas, continuando con el análisis de la procedencia de la instalación y/conexión del servicio de drenaje en el multicitado domicilio y que fue negado por la autoridad demandada mediante su Resolución Negativa Ficta, se debe de establecer que cuando se reclame la nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor en su escrito de ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que se declare la nulidad de la resolución para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no de la misma, ello, con apoyo en lo dispuesto en la tesis de rubro: 
“NEGATIVA FICTA. LA SENTENCIA QUE DECLARE SU NULIDAD DEBE RESOLVER EL FONDO DE LA PRETENSIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DE FACULTADES DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. De los artículos 37, 210, fracción I, 215 y 237 del Código Fiscal de la Federación, se deduce que al reclamarse la nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor en la ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declare la nulidad de la resolución para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no de la solicitud, por tratarse de facultades discrecionales, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, objetivo que no se alcanzaría si concluido el juicio se devolviera la solicitud, petición o instancia del particular para su resolución por las autoridades fiscales, quienes pudieron hacer uso de sus facultades al presentárseles la solicitud aludida y al contestar la demanda dentro del juicio…”

En primer término, no se advierte de las diversas probanzas que obran en el expediente que haya alguna que justificara la negativa de la instalación y/conexión del servicio de drenaje en el multicitado domicilio y/o imposibilidad de cumplir con el contrato pactado; pues si bien, el Organismo en su contestación de demanda anexo las documentales públicas, consistentes en: memorándums número **********
- **********
**********expedidos por ********** Director de Operación y Mantenimiento de INTERAPAS y ********** Director de comercialización, respectivamente, de ellas únicamente puede advertirse que con esos informes rendidos al titular de la unidad jurídica en los cuales le dicen entre otros datos –número de cuenta, tipo de servicio, numero de medidor, etc- que en el domicilio ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P., no se cuenta con el servicio de drenaje, y que la red de drenaje más cercana pasa por la Av. **********; por lo que si bien dichas pruebas adquieren pleno valor probatorio de acuerdo a lo señalado por la fracción I del artículo 72 del Código Procesal Administrado, no son suficientes para justificar la negativa de la autoridad; toda vez que, el Organismo al no haber controvertido en la contestación de demanda y contestación de ampliación de demanda la celebración del contrato y las obligaciones que contrajo así como el pago efectuado por el usuario de los servicios contratados, configuró una confesión ficta que, conforme a lo dispuesto en el artículo 241 segundo párrafo
 del Código Procesal Administrativo del Estado, opera en perjuicio de la propia autoridad demandada, que si bien, esa presunción legal constituye una presunción iuris tantum que admite prueba en contrario; tendrá valor probatorio si de las diversas constancias que obran en el Juicio no haya alguna que contravenga tal presunción legal. 
En este sentido, tomando en consideración que del escrito inicial de demanda y de ampliación se desprende que el accionante reclama el cumplimiento del contrato celebrado con el INTERAPAS, y por el cual pagó las cuotas correspondientes, en específico la instalación y/o conexión de la red de drenaje en su domicilio, sin que las razones y argumentos expuestos por la autoridad demandada hayan sido suficientes para sostener la legalidad de la resolución negativa ficta por las razones expuestas en el presente considerando; esta Segunda Sala Unitaria determina lo siguiente:
Se decreta la ilegalidad de la resolución negativa ficta imputada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, al no haberse señalado fundada y motivadamente el por qué no cumple con la obligación pactada en el contrato de instalar y/o conectar a la red de drenaje el domicilio ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P. 
En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se decreta la NULIDAD e INVALIDEZ de la Resolución Negativa Ficta producida por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; por lo que a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados, conforme a lo establecido en el artículo 252 de la ley en cita, resulta procedente dejar el acto impugnado sin efectos legales, y se ordena que el INTERAPAS instale y/o realice la conexión del servicio de drenaje en el domicilio ubicado en ********** número ********** Colonia **********, S.L.P., sin perjuicio de que realice las gestiones necesarias para lograr dicha conexión.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez de la Resolución Negativa Ficta impugnada; misma que se deja sin efecto legal, en los términos, por las razones y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por  oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa.


� Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época


�  Novena Época, Registro: 173736, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204





� ARTICULO 184. …


Cuando se transfiera la propiedad de un inmueble con sus servicios públicos, el nuevo propietario se subrogará en los derechos y obligaciones derivados de la contratación anterior, debiendo dar aviso al prestador de los servicios.


� ARTICULO 136. Están obligados a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores: 


I. Los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados; 


II. Los propietarios o poseedores por cualquier título, de predios no edificados, cuando frente a los mismos existan instalaciones adecuadas para los servicios que sean utilizados, y 


III. Los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, que por su naturaleza estén obligados al uso de los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento.


� ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación , en los c as o s siguientes: 


I. Cuando se impugne una negativa ficta;


� Novena Época, Registro: 183783, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVIII, Julio de 2003 Materia(s): Administrativa, Tesis: IV.2o.A.48 A, Página: 1157 


� Fija 35 de autos


� Foja 36 a 47 de autos


� ARTÍCULO 241. …


Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario. De lo cual también s e actuará en consecuencia, para los efectos precisados en el párrafo precedente.





